AG/RES. 2334 (XXXVII-O/07)
EJECUCIÓN DEL PLAN DE ACCIÓN HEMISFÉRICO
CONTRA LA DELINCUENCIA ORGANIZADA TRANSNACIONAL

(Aprobada en la cuarta sesión plenaria,

celebrada el 5 de junio de 2007)
LA ASAMBLEA GENERAL,

PREOCUPADA porque la seguridad de los Estados del Hemisferio se ve afectada, en diferente forma, por amenazas tradicionales y por nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos de naturaleza diversa, entre otros, la delincuencia organizada transnacional, así como por la complejidad y diversificación creciente de las actividades de los grupos delictivos organizados;
RECORDANDO que en la Declaración sobre Seguridad en las Américas, adoptada en la Conferencia Especial sobre Seguridad, que se celebró en la ciudad de México en octubre de 2003, los Estados Miembros condenaron la delincuencia organizada trasnacional, porque atenta contra las instituciones de los Estados y tiene efectos nocivos sobre nuestras sociedades, renovando, por tanto, el compromiso de combatirla fortaleciendo el marco jurídico interno, el estado de derecho y la cooperación multilateral respetuosa de la soberanía de cada Estado;
REITERANDO que la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Convención de Palermo) y sus tres protocolos adicionales, el Protocolo contra el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire, el Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños y el Protocolo contra la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones”, constituyen el marco jurídico del Plan de Acción Hemisférico contra la Delincuencia Organizada Transnacional;

TENIENDO PRESENTE:


La resolución CP/RES.908 (1567/06), “Plan de Acción Hemisférico contra la Delincuencia Organizada Transnacional”, mediante la cual el Consejo Permanente aprobó el citado documento el 25 de octubre de 2006;


El informe del Presidente de la Comisión Especial sobre Delincuencia Organizada Transnacional (CE/DOT/56/06), en el que se destaca el desarrollo de los trabajos realizados para la elaboración del Plan de Acción Hemisférico;


La resolución AG/RES.2189 (XXXVI-O/06), mediante la cual se facultó al Consejo Permanente para aprobar el Plan de Acción Hemisférico contra la Delincuencia Organizada una vez cumplida la labor de la Comisión Especial;


Las conclusiones y recomendaciones de la Sexta Reunión de Ministros de Justicia o de Ministros o Procuradores Generales de las Américas  (REMJA VI), que se llevó a cabo en la República Dominicana en abril de 2006;


Las conclusiones y recomendaciones de la Reunión de Expertos Gubernamentales para considerar la conveniencia de elaborar un plan de acción hemisférico contra la delincuencia organizada transnacional, celebrada los días 18 y 19 de abril de 2005 en Washington, D. C., las cuales, entre otros aspectos, establecen que es aconsejable desarrollar dicho plan de acción;


La resolución 2116 (XXXV-O/05), “Lucha contra la delincuencia organizada transnacional en el Hemisferio”, mediante la cual se creó la Comisión Especial sobre Delincuencia Organizada Transnacional (CEDOT), bajo la égida del Consejo Permanente, como mecanismo para elaborar un plan de acción contra la delincuencia organizada transnacional, utilizando la Convención de Palermo y sus Protocolos como punto de referencia; 


La creación, mediante la Orden Ejecutiva 05-13 rev. 1, del Departamento de Prevención de Amenazas contra la Seguridad Pública, el cual es responsable de coordinar, entre otros asuntos, los esfuerzos de la Secretaría General de la Organización de Estados Americanos (OEA) en temas relacionados con la prevención del delito y la lucha contra la delincuencia organizada transnacional; y

La resolución AG/RES. 2026 ((XXXIV-O/04) “Lucha contra la delincuencia organizada transnacional en el Hemisferio”, la cual sentó las bases para tratar el tema dentro de la Organización;


TOMANDO NOTA CON SATISFACCIÓN del ofrecimiento del Gobierno de México para ser sede de la primera reunión del Grupo Técnico sobre Delincuencia Organizada Transnacional que fue propuesto en el Plan de Acción Hemisférico y que considerará los asuntos relacionados con la implementación de dicho Plan de Acción; y

RECONOCIENDO la importancia de que los Estados Miembros mejoren y fortalezcan las medidas orientadas a erradicar la pobreza, la inequidad y la exclusión social, que en algunos casos propician que los grupos vulnerables sean víctimas de las acciones de la delincuencia organizada transnacional.

RESUELVE:

1. Acoger con beneplácito la adopción del Plan de Acción Hemisférico contra la Delincuencia Organizada Transnacional, el cual tiene como propósito principal promover la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Convención de Palermo) y sus Protocolos por parte de los Estados Miembros de la OEA. 

2. Exhortar  a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que consideren adherir o ratificar, según sea el caso, la Convención de Palermo y sus Protocolos, y a que los implementen a la brevedad posible. 
/ 

3. Invitar a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a designar a la brevedad posible un punto de contacto para coordinar y facilitar en el ámbito interno el seguimiento de este Plan de Acción Hemisférico, de conformidad con el párrafo 3 de la sección III del Plan de Acción Hemisférico contra la Delincuencia Organizada Transnacional. Con esta información la Secretaría General elaborará un directorio que será distribuido entre los Estados Miembros.

4. Solicitar a la Secretaría General que colabore en la formulación del plan de trabajo del Grupo Técnico sobre Delincuencia Organizada Transnacional para su evaluación y aprobación por parte del Consejo Permanente.

5. Alentar a los Estados Miembros a mantener un papel activo en la lucha contra la delincuencia organizada transnacional en sus diversas expresiones y adoptar las medidas necesarias para implementar el Plan de Acción Hemisférico contra la Delincuencia Organizada Transnacional en sus respectivos países, así como contribuir con recursos financieros o en especie a la Organización de los Estados Americanos, a fin de alcanzar los objetivos señalados en el Plan de Acción.

6. Exhortar a los Estados Miembros a que participen en la Primera Reunión del Grupo Técnico sobre Delincuencia Organizada Transnacional, que tendrá lugar en la ciudad de México el 26 y 27 de julio de 2007. 

7. Encomendar al Consejo Permanente que, a través de la Comisión de Seguridad Hemisférica, prepare y considere, en colaboración con la Subsecretaría de Seguridad Multidimensional, el temario y calendario de la Primera Reunión del Grupo Técnico sobre Delincuencia Organizada Transnacional. 
8. Encomendar al Consejo Permanente que presente un informe sobre el cumplimiento de esta resolución al trigésimo octavo período ordinario de sesiones de la Asamblea General.

9. Encomendar al Consejo Permanente y a la Secretaría General que lleven a cabo, según corresponda, las actividades mencionadas en la presente resolución, de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos, tales como contribuciones voluntarias.

�.	La Delegación de Colombia desea hacer la siguiente declaración en relación con el párrafo resolutivo 2 de la resolución “Ejecución del Plan de Acción Hemisférico Contra la Delincuencia Organizada Transnacional”.


Colombia ha ratificado la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y su Protocolo adicional para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños, y está plenamente comprometida con su aplicación.


Sin embargo, Colombia ha señalado que no ratificará los Protocolos contra la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones y contra el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire.


Colombia no comparte la formulación del párrafo 2 del artículo 4 del Protocolo contra la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones, sobre su ámbito de aplicación. Colombia hubiera preferido que el protocolo se aplicase a todas las transferencias de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones, para contribuir realmente a prevenir y combatir su tráfico ilícito, y para que las transferencias entre Estados, al igual que cualquier otra transferencia, quedasen sujetas a los mecanismos de control previstos en el Protocolo.


Es preciso tener en cuenta la definición de “tráfico ilícito” contenida en el literal e) del artículo 3 del protocolo, según la cual para que una transferencia sea lícita se requiere la autorización de todos los Estados Parte involucrados en ella. Una cláusula de salvamento como la que figura en el artículo 4 contradice esta definición al implicar que un Estado puede transferir armas sin la autorización o consentimiento de alguno de los Estados concernidos. Esto no solo haría de esa transferencia un acto ilícito, sino que abre la posibilidad de que transfieran armas a actores no estatales.


Colombia, país que se ha visto gravemente afectado por el “tráfico ilícito” de armas, no puede aceptar que se excluyan de las medidas de control del protocolo ciertas transferencias de armas, como las transferencias a actores no estatales, las cuales constituyen a nuestro juicio un grave delito, y las transferencias entre Estados y, por ello, de acuerdo con la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados tomó soberanamente la decisión de no ratificar este Protocolo.


Con respecto al Protocolo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire, Colombia ha señalado que no lo ratificará porque considera que dicho instrumento contiene disposiciones que están diseñadas para legitimar la repatriación forzosa de migrantes que no necesariamente hayan sido objeto de tráfico ilícito. Este enfoque fue impulsado durante las negociaciones del Protocolo por los países receptores, ninguno de los cuales ha ratificado la Convención de las Naciones Unidas sobre la Protección de Trabajadores Migrantes y sus familias de 1990.


Colombia considera que la cláusula contenida en el párrafo 4 del artículo 6, puede dar lugar a la criminalización del migrante, cuando el objeto del Protocolo es perseguir a los grupos delictivos, no a los migrantes.


Por lo anterior, y de acuerdo con la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, Colombia tomó soberanamente la decisión de no ratificar este Protocolo.








